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RESUMEN 

 

El presente trabajo de investigación tiene como tema principal la complicidad del 

extraneus entorno a la teoría de la unidad del título de imputación en el delito de 

negociación incompatible. Los delitos contra la Administración Pública pueden 

ser cometidos por particulares y funcionarios públicos; sin embargo, la figura del 

“extraneus”, requiere también de una regulación que delimite su participación y 

complicidad, a efectos de una mejor administración de justicia.  Para tal sustento 

se desarrollarán conceptos relacionados con el tema principal, entre los que se 

encuentra la figura jurídica del extraneus, el tipo penal de negociación 

incompatible, la teoría de la unidad del título de imputación y la complicidad. Se 

describirán las distintas posturas de la doctrina frente a la teoría de la unidad del 

título de imputación, se desarrollará la misma temática, pero vista desde la 

legislación nacional y el derecho comparado, con la finalidad de tener un estudio 

más amplio y detallado sobre la problemática en cuestión. 

 

Palabras clave: extraneus, negociación incompatible, delitos contra la 

administración pública, teoría de la unidad del título de imputación, complicidad.  
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ABSTRACT 

 

The main theme of this research work is the complicity of the extraneus around 

the theory of the unity of the imputation title in the offense of incompatible 

negotiation. Crimes against the Public Administration can be committed by 

individuals and public officials; However, the figure of the "extraneus" also 

requires a regulation that defines their participation and complicity, for the 

purposes of a better administration of justice. For such support, concepts related 

to the main issue will be developed, among which is the legal figure of the 

extraneus, the incompatible criminal type of negotiation, the theory of the unity of 

the accusation title and complicity. The different positions of the doctrine will be 

described in front of the theory of the unit of the title of imputation, the same 

subject will be developed, but seen from the national legislation and the 

comparative law, in order to have a broader and more detailed study on the 

problem in question. 

 

Keywords: extraneus, incompatible negotiation, crimes against the public 

administration, theory of the unity of the accusation title, complicity. 
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I. INTRODUCCIÓN 

El Derecho Penal es considerado una de las ramas más importantes 

en el Derecho -en general por la utilidad que tiene para nuestra 

sociedad- siendo que regula de manera coercitiva las conductas ilícitas 

más perjudiciales que afectan los bienes jurídicos de las personas 

(naturales y jurídicas), favoreciendo la tutela y protección por parte del 

Estado. 

En nuestro Código Penal, se tiene establecido que los delitos contra la 

Administración Pública pueden ser cometidos por particulares y 

funcionarios públicos; sin embargo, la figura del “extraneus”, requiere 

también de una regulación que delimite su participación y complicidad, 

a efectos de una mejor administración de justicia, siendo que el 

presente trabajo de investigación tiene por fin hacer una análisis de la 

doctrina en cuanto a la valoración de la imputación del extraneus 

entorno a la teoría de unidad la que manifiesta que el extraneus 

formaría parte del delito de negociación incompatible. 

PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

Uno de los principales problemas que aqueja hoy en día a nuestra 

sociedad es el problema de la corrupción de nuestros funcionarios 

públicos. Para nadie es un secreto que la mayoría de personas que 

ostentan un cargo público y nos representan ante el Estado han dejado 

quebrantar sus valores éticos y morales, cayendo en el juego sucio de 

la temible y tan conocida corrupción de servidores públicos, lo cual sin 

duda alguna trae consigo la comisión de los denominados delitos contra 

la administración pública.  

Dentro de estos delitos, encontramos el de negociación incompatible, 

el cual se encuentra tipificado en nuestro Código Penal en el artículo 

399°. Este delito no es más que el interés particular e indebido que 

asume un servidor o funcionario público respecto de un contrato, 

negociación o cualquier otra actividad que se da entre particulares con 
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el Estado, quien abusando del cargo que ostenta busca obtener un 

beneficio propio o para terceros.  

 En el margen de este concepto sobre el delito en mención, un tema 

que ha causado gran revuelo entre juristas, dogmáticos, magistrados y 

demás operados del derecho, es respecto a la ubicación de la 

negociación incompatible en la perpetración de los delitos especiales y 

su punibilidad.  Ello por cuanto, se plantea la interrogante sobre si es 

posible que un agente que no tiene la condición de funcionario o 

servidor público deba responder penalmente por la comisión de un 

delito que exige que el autor tenga dicha calidad.  

Dicha interrogante en nuestro país ha sido respondida por la mayoría 

en forma afirmativa, por cuanto, considera que dicho tercero, el cual es 

denominado con el término “Extraneus” tendrá la calidad de partícipe, 

más no de autor, ello en atención a las teorías que al respecto se han 

manejado para brindar solución a la interrogante planteada, lo cual será 

materia de análisis en la presente investigación.  

Teniendo en cuenta que la administración pública es entendida como 

la forma organizada más extendida del poder público en las sociedades 

contemporáneas, puesto que, exhibe atributos de calificación, 

competencia, tecnificación, infraestructura de medios, racionalidad y 

contenido ético-teleológico bien definidos; en donde la Constitución 

Política y las leyes constituyen el fundamento jurídico de su existencia. 

En ese sentido, su existencia jurídica, cobra legitimidad social en la 

medida que se identifique claramente con la búsqueda del bien social 

común, teniendo en cuenta principios de igualdad, eficacia, sujeción al 

ordenamiento jurídico y reafirmación de los derechos de los seres 

humanos a convivir e interactuar, teniendo en cuenta la exaltación de 

su dignidad y de recibir por parte del Estado condiciones que eleven su 

calidad de vida.  

Desde esta perspectiva, los delitos comprendidos en este título 

deberán estar vinculados al modelo de Estado constitucionalmente 

definido, situando su punto de referencia en el correcto funcionamiento 
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de la administración pública, es decir, verificándose la probidad, rectitud 

y lealtad de sus funcionarios públicos en el desarrollo de sus 

obligaciones propias del cargo que ostenten.  

JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA 

La investigación propuesta tiene relevancia tanto para la sociedad, así 

como para nuestros operadores del derecho (jueces, abogados, etc.) y 

poderes del Estado; ya que, son estos los que están llamados a brindar 

soluciones a problemas que a diario ocurre en nuestra realidad, de esa 

manera, delimitar la complicidad del extraneus entorno a la teoría de la 

unidad del título de imputación en el delito de negociación incompatible. 

La intención de este trabajo de investigación es describir la 

problemática y deficiente normatividad existente, sus alcances, 

fortalezas y deficiencias, a fin de que se norme y se delimite la 

complicidad del extraneus entorno a la teoría de la unidad del título de 

imputación en el delito de negociación incompatible. 

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

Para determinar si existe una posible solución a la problemática 

planteada, se ha creído conveniente plantear la siguiente interrogante: 

¿Cómo se delimitaría la complicidad del extraneus entorno a la teoría 

de la unidad del título de imputación en el delito de negociación 

incompatible? 

HIPÓTESIS 

Si, el delito negociación incompatible valora el extraneus, entonces, 

este debería formar parte del delito en mención entorno a la teoría de 

la unidad del título de imputación.  

 

OBJETIVOS 

Los objetivos del presente trabajo son los siguientes: 
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Objetivo general  

- Determinar la valoración del grado de punibilidad de la 

mutilación de parte del cuerpo en el tipo penal de lesiones 

graves. 

Objetivos específicos 

- Analizar la naturaleza jurídica de la figura del extraneus. 

- Estudiar el tipo penal del delito de negociación incompatible. 

- Analizar la dinámica de la teoría de la ruptura del título de 

imputación. 

- Analizar la complicidad del extraneus entorno a la teoría de la 

unidad del título de imputación en el delito de negociación 

incompatible. 

II. DESARROLLO 

Marco Teórico 

La presente investigación tiene antecedentes a nivel internacional, 

nacional y local, mismos que consisten en noticias, artículos de revista, 

proyectos de investigación y tesis; con el fin de poder dar una visión 

previa del trabajo de investigación que estamos realizando. 

A nivel internacional, podemos mencionar los siguientes trabajos de 

investigación ligados al tema en desarrollo: 

- La negociación incompatible, en palabras del doctor Juan 

Mañalicb (2015) es entendido como “aquel delito donde el injusto 

específico consiste en el menoscabo del correcto ejercicio de la 

función pública, vulnerándose en ese sentido las condiciones de 

las cuales dependen el correcto ejercicio de la función pública, 

donde debe prevalecer siempre el interés general sobre el 

interés particular” (s.p).   

 

- Para el derecho español, el delito de las negociaciones ilícitas o 

negociaciones prohibidas consiste en el aprovechamiento o 
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favorecimiento de una autoridad o funcionario público en su 

intervención sobre contratos, negociaciones u otras actividades 

para la obtención de su beneficio propio. Según hace referencia 

la doctora Martha Cabrera (2014):  

 

En este tipo de delito el bien jurídico que se protege es el 

principio de imparcialidad en el funcionamiento de la 

Administración Pública, ya que, la orientación del funcionario 

público es hacia la consecución de fines de interés general 

más no particular (p. 75 -76).  

 

- Para la jurisprudencia argentina según lo ha establecido la 

Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Corrección 

Federal, el delito de negociación incompatible ha sido calificado 

como el desdoblamiento de la personalidad del funcionario 

público dentro de la relación operacional, tanto como interesado 

y órgano del Estado. Siendo ello así, Becerra C. y Zamboni A. 

(2011) “precisan que el bien jurídico tutelado en este tipo de 

delito es el interés del Estado en el buen desempeño de las 

funciones de la administración pública” (p. 6,9).  

 

Asimismo, a nivel nacional se tienen las siguientes investigaciones 

ligadas al tema en desarrollo: 

 

- El delito de negociación incompatible, según la tesista Aguilera 

(2016): 

“se materializa cuando el funcionario o servidor público en 

razón al cargo que ostenta dentro de la administración 

pública, se interesa por actividades, contratos o cualquier 

otra actividad realizada por particulares con el Estado, 

buscando obtener un provecho patrimonial, personal o para 

terceros” (p. 44).   
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- Por otro lado, tenemos que la tesista Ana Pajares (2018) en 

cuanto al tipo penal de negociación incompatible prescribe que 

“este delito de infracción de deber también denominado 

aprovechamiento indebido del cargo, consiste en el interés 

indebido del funcionario público respecto de actividades o 

negocios de interés general del Estado” (p. 27).  

 

- El doctor Peña Cabrera, citado por Pajares (2018) ha 

establecido en cuanto al delito en mención que “la única persona 

que resultaría responsable es quien ostente el cargo público y 

en mérito a el, infrinja sus deberes de lealtad y probidad en el 

correcto desempeño de la administración pública” (p. 27-28).  

A nivel local, tenemos el siguiente trabajo de investigación que 

identifica la problemática en torno al delito de negociación incompatible: 

- Respecto al bien jurídico protegido en el delito materia de 

investigación, tenemos que la tesista María García (2018) 

citando al doctor Castillo alude: 

A la transparencia por parte de todo funcionario público que 

debe prevalecer en cualquier proceso de contratación u 

operación que verse sobre intereses públicos, ya que, el 

funcionario o servidor público al actuar en representación del 

Estado debe ostentar un perfil cimentado en valores como 

integridad, probidad y rectitud (p. 49).  

 

- Sobre el término extraneus, tenemos que Salcedo (2009) 

señala: 

Que éste actúa como un tercero prestando apoyo al 

funcionario público para la comisión de dichos delitos. Es por 

ello que, del rol desempeñado por el extraneus, surge ciertas 

discrepancias respecto a la determinación de la pena, ya 

que, quien realiza directamente el delito es el funcionario 

público, pues en razón al cargo que ostenta infringe deberes 

jurídicos especiales. Sin embargo, el extraneus al actuar 
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como un partícipe o copartícipe, también debe responder por 

la comisión de algún delito en contra de los intereses del 

Estado (p. 22). 

- Por otro lado, Benavente Hesbert y Calderón Leonardo citados 

por Rommel Obregon (2018) precisan que “la razón de la 

sanción del tipo penal del delito materia de investigación, es por 

la necesidad de tutelar el interés general de la administración 

pública, de tal manera que se garantice los derechos e intereses 

de los administrados” (p. 34). 

Datos y hallazgos más relevantes 

La Administración Pública 

Sobre la administración pública, Salinas (2014) precisa que es “toda 

actividad que realizan los funcionarios y servidores públicos con la 

finalidad de materializar el objetivo final del Estado” (p. 2).  

La ciencia de la administración pública, según Miguel Galindo (2000) 

“es aquella que tiene por finalidad la prestación de servicios públicos 

de manera idónea en beneficio de la comunidad, trabajando en 

conjunto para obtener el resultado más favorable” (p. 5-6).  

Nuevamente Galindo señala: 

Que la administración pública se lleva a cabo teniendo en cuenta el 

orden público, satisfacción de las necesidades de la comunidad y 

conducción del desarrollo económico y social; bajo la creación, 

modificación o extinción de situaciones jurídicas particulares 

determinados por el principio de legalidad (p. 6).  

Según Pacheco (2013): 

La administración pública es el gobierno en acción, es el ejecutivo, 

es el que actúa, la dimensión más viable del gobierno, y, por 

supuesto, tiene más experiencia que el gobierno mismo. De esta 

manera la administración pública se define como la acción 
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gubernamental que busca alcanzar los fines y objetivos del Estado 

(p. 18).  

Del mismo modo, Escalante (2015) ha indicado: 

Que cualquier administración pública es una organización, así 

como también lo son sus entidades que forman parte de la misma 

(independientes o no); las cuales tiene por finalidad satisfacer los 

intereses generales de su comunidad, independientemente de que 

su entorno esté conformado por otras unidades administrativas, en 

las cuales sus objetivos y decisiones se encuentren condicionados 

a instancias superiores (p. 122). 

Continuando con Escalante (2015) se precisa: 

Que la administración pública es una organización compleja, 

debido a su diversidad funcional y estructural, entendido ello en el 

sentido de que los organismos públicos si bien atienden diversas 

funciones, todos responden al mismo modelo administrativo, lo cual 

ha generado un grave problema, ya que, no existe correlación entre 

su estructura interna y las funciones que desempeñan (p. 127).  

Por otro lado, tenemos a Guerrero & Valle (2002) quienes manifiestan: 

Que la administración pública se concibe como el vínculo de unión 

entre el Estado y la sociedad, aquel que se hace patente y visible 

al actuar en pro de la sociedad a través de la administración 

pública. Ese vínculo se presenta en un sentido político al ejecutar 

la normativa, y, en un sentido económico, al estructurar las 

condiciones sociales y materiales indispensables para el desarrollo 

común (p. 33). 

En cuanto a la conformación de la administración pública, Castilla 

(2007) manifiesta que: 

Los órganos ejecutivo, legislativo, judicial y todas las instituciones 

autónomas, municipales y otras; hacen parte de la misma, las 

cuales están orientadas a ofrecer servicios públicos que la 
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sociedad requiera para la protección o tutela de los principales 

derechos y necesidades (p. 6).  

Por último, Suarez Gonzales citado por Aguilera (2016) contextualiza a 

la administración pública de la siguiente manera: 

Toda actividad ejercida por los funcionarios o servidores públicos, 

con la finalidad de llevar a cabo el buen funcionamiento del Estado 

y consecuente cumplimiento de sus fines. Para este autor, no cabe 

la posibilidad de objetar la tutela por parte del Derecho punitivo en 

caso de comisión de delitos que afecten el correcto funcionamiento 

de la administración pública (p. 30).  

Extraneus 

Según palabras de Aguilera (2016) sobre los delitos especiales contra 

la administración pública, indica sobre el extraneus: 

La responsabilidad recae sobre el agente activo, el cual es 

necesariamente un funcionario o servidor público, al cual en 

doctrina se le conoce como “Intraneus”, también cabe la posibilidad 

de la figura del llamado “Extraneus”, quien, si bien no tiene la 

calidad de funcionario público, ha participado en la comisión de un 

delito que ha afectado la administración pública (p. 55).  

Otra definición la brinda Roxin citado por García (2018) quien precisa: 

La figura central del delito de infracción del deber recae en el autor, 

ya que el acto criminal se encuentra vinculado por un deber 

especial de carácter penal. En ese sentido, podemos afirmar que al 

autor mediato se le conocerá con el nombre de intraneus y al 

partícipe o cómplice se le denominará extraneus, debido a que no 

se encuentra vinculado al deber especial del primero (p. 53). 

En esa misma línea, Abanto (2004) sobre al extraneus manifiesta: 

Lo que interesa al momento de determinar la autoría es verificar 

que efectivamente se haya producido la infracción del deber por 

parte del intraneus (funcionario o servidor público); y, cualquier 
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extraneus que haya colaborado (sea con dominio o no, antes o 

durante la ejecución de los hechos) con el intraneus, será 

considerado partícipe en este tipo de delitos (p. 4). 

Dentro del marco de los delitos especiales, según Suarez (2002): 

Debe diferenciarse si esta figura corresponde a un delito propio o 

impropio; además de que, en cada caso, su análisis debe partir 

desde dos teorías distintas, como la teoría de la ruptura de título de 

imputación y la teoría de la unidad del título de imputación, con las 

cuales se obtienen las pautas para establecer los criterios que 

determinarán las consecuencias jurídicas en los delitos especiales 

para el extraneus (p. 29). 

Respecto a los delitos de la administración pública, tenemos a 

Valenzuela (2019) quien asegura: 

Es importante tener en cuenta la teoría de los delitos de infracción 

de deber como la más importante para identificar los grados de 

participación que tienen los intervinientes; siendo así, se 

determinará la autoría del intraneus y la “complicidad única” del 

extraneus (p. 45). 

También Pajares (2018) ha precisado al respecto: 

Dada la estructura del tipo penal no se exige que la consumación del 

delito de como resultado una conducta separada en espacio y 

temporalidad, ya que, al ser el delito de mera actividad, no se podrá 

establecer hasta que momento de la ejecución de dicho delito se 

admitirán actos de participación del extraneus (p. 29-30).  

En cuanto a la teoría de la ruptura del título de imputación, Alcocer 

citado por Salinas (2015) refiere que: 

Tomando en cuenta el principio procesal de unidad de la 

investigación y los principios de la participación de unidad del título 

de imputación y accesoriedad, se considera al extraneus como 

cómplice del sujeto o agente público, quien en calidad de autor 
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comete algún delito especial contra la administración pública (p. 

111).  

Por otro lado, tenemos la postura del doctor García Cavero (citado por 

Salinas, 2015) según la teoría de la unidad o ruptura del título de 

imputación quien manifiesta: 

Si un intraneus participa en un hecho concreto con un extraneus, 

éste responderá por un delito diferente al cometido por el intraneus. 

Es decir, si en la sustracción de los caudales públicos participa un 

agente público encargado de su custodia junto a un tercero, el 

primero responderá por el delito especial al infringir su deber 

funcional, en tanto, el particular a la administración responderá por 

la comisión de un delito común (s.p).  

Luego, Pariona citado en Salinas (2014) indica lo que se entiende por 

los delitos de infracción del deber señalado lo siguiente: 

Son aquellos en los cuales el autor del evento criminal se encuentra 

vinculado por un deber especial de carácter penal, es decir, es 

quien realiza la conducta prohibida e infringe un deber especial de 

carácter penal; y, el que ha participado en la comisión del delito, 

infringiendo o incumpliendo un deber especial que, no les alcanza 

a todas las personas que intervienen en la realización del acto 

criminal (p.16). 

Abanto (2004) en cuanto a la teoría de infracción de deber, teoría 

desarrollada por el profesor Claus Roxin señala que: 

Para poder dar solución a la problemática con respecto a la 

autoría y participación en los delitos especiales. El profesor Claus 

Roxin formuló esta teoría en su célebre trabajo doctoral publicado 

en 1963, bajo el título Autoría y dominio del hecho. En su libro 

postuló que son tipos penales en los que la autoría se caracteriza 

por el hecho de que alguien se aprovecha de, o incumple un deber 

emanado de su papel social, realizando así una lesión típica de 

un bien jurídico”, siendo irrelevante si este tenía o no dominio del 
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hecho en cualquiera de las formas de autoría enumeradas líneas 

arriba, siendo el elemento básico en la autoría de estos delitos la 

infracción de un deber especial (p. 3). 

En los delitos de infracción de deber, según Caro (2003) quien debe 

responder como autor es la persona que lesiona un deber específico 

que lo identifica como obligado especial. Cita a modo de ejemplo:  

El juez -intraneus- que encarga indebidamente a una de las partes 

-extraneus- la redacción de la sentencia, infringe su deber especial 

a título de autor, a pesar de no dominar personalmente el hecho de 

la redacción; y, viceversa, el extraneus tampoco responde como 

autor (s.p).  

Concluye en ese sentido, que, podría surgir responsabilidad por parte 

del extraneus a título de partícipe al haber infringido un deber general 

de no dañar, misma que se materializó con su colaboración en la 

realización de un delito ajeno.  

Así, Obregón (2018) nos brinda un claro ejemplo para identificar al 

intraneus y extraneus en el delito de negociación incompatible: 

Un alcalde indica al Comité de Selección que tome interés por un 

determinado postor o empresa que participará en el proceso de 

selección para la contratación y realización de una obra pública en 

una determinada localidad (p. 57).  

Continuando con el ejemplo precisado por Obregón (2018) respecto a 

la calificación penal de autoría y participación, manifiesta lo siguiente: 

El alcalde vendría a ser el extraneus y el Comité de Selección el 

intraneus, y pese a que el alcalde es quien tiene el dominio del 

hecho, por su calificación de extraneus solo respondería como 

partícipe del delito de negociación incompatible, mientras que el 

comité de selección como autores, ya que estos son los que 

cometieron una infracción de sus deberes (p. 57). 

En cuanto a los delitos especiales, Pariona citado textualmente por la 

tesista García (2018) indica “el castigo de los partícipes adquiere 



13 
 

características distintas, siguiendo la teoría de la ruptura del título de 

imputación (citado en Salinas, 2014, p. 19)” (p. 54).  

Del mismo modo, la tesista antes mencionada, hace referencia a 

Salinas quien manifiesta: 

Que el ilícito penal al considerar sólo al funcionario o servidor 

público como autor del hecho penal, es en él en quien recae la 

responsabilidad en calidad de intraneus; por lo que, el tercero o 

extraneus no puede asumir responsabilidad dentro del marco penal 

establecido para los delitos de infracción al deber (García, 2018, p. 

54).  

En cuanto a la complicidad única, García (2018) cita a Salinas quien 

sostiene:  

Debe propiciarse que el juez al momento de aplicar la pena, el 

cómplice de un delito contra la administración pública de ningún 

modo debe de imponer una pena igual o mayor a la impuesta al 

actor del delito la pena para el cómplice, siendo esta menor a la 

pena del actor, basándose en que la conducta del actor al haber 

cometido el delito infringiendo un deber especial penal, es más 

reprochable y reprensible que la conducta desarrolla por aquel 

que no infringió deber especial alguno (p. 55). 

En el considerando 11-B del Acuerdo Plenario 2-2011-CJ/116, se ha 

establecido: 

“Que la participación del extraneus en delitos funcionariales se 

encuentra supeditado a la infracción del deber especial por parte 

del funcionario o servidor público, por lo que, su participación no 

constituye una categoría autónoma y por tanto no existe 

configuración delictiva propia a pesar de que toma parte en la 

comisión de la conducta punible” (p. 3-4).  

Así, se llega a la conclusión en el considerando 12 del citado Acuerdo 

Plenario:  



14 
 

“Serán partícipes los que, sin infringir el deber, formen parte del 

hecho referido a la acción del infractor del deber, pues el hecho 

punible está unido esencialmente al autor y constituye una 

imputación única. Posición que guarda absoluta concordancia con 

el artículo 26° CP que regula las reglas de la incomunicabilidad de 

las circunstancias de participación. Esta fórmula ratifica la opción 

dogmática y jurisprudencial que sostiene la imposibilidad de la 

punibilidad del extraneus como autor de un delito de infracción de 

deber. Lo expuesto significa, además, que el partícipe solo merece 

ser sancionado si existe un hecho antijurídico por parte del autor” 

(p. 4).  

En el Primer Pleno Jurisdiccional Nacional Especializado en Delitos de 

Corrupción de funcionarios, por mayoría de votos se estableció: 

“En cuanto a la imputación del extraneus en los delitos 

funcionariales que, debido a que nuestro Código Penal ha acogido 

la tesis de la accesoriedad de la participación, el extraneus, 

responderá como cómplice en los delitos funcionariales debido a 

que al no gozar de autonomía típica dependerán del delito cometido 

por el intraneus” (s.p).  

Delito de negociación incompatible 

Sobre el origen del delito de negociación incompatible, Sancinetti 

(citado en Vega, 201) indica que “en su raíz hispánica, este delito nació 

confundido entre los delitos de fraude y exacciones ilegales, como se 

sigue llamando el capítulo pertinente del Código Penal Español vigente” 

(p. 88). 

Respecto a los antecedes legales sobre el delito de negociación 

incompatible, tenemos que García (2018) cita a Rojas quien manifiesta 

lo siguiente:  

Apareció por primera vez estipulado en el artículo 201° del código 

penal del año 1863, el cual indicaba que, “El funcionario o 

empleado público que directa e indirectamente se interesare en 
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cualquier contrato u operación, en que debe intervenir por razón de 

su cargo, será reprimido con inhabilitación conforme a los incisos 1 

y 3 del artículo 27 y multa de la renta de tres o noventa días” (p. 48-

49).  

Siguiendo con García (2018) refiere que “en el año 1924 se modificó el 

artículo 201, pasando a tipificarse en el artículo 345° del código, el cual 

a diferencia de la tipificación principal les asigna una pena no mayor a 

tres años” (p. 48-49). 

Nuevamente García (2018) se indica que el ilícito penal pasó a ser 

modificado en el año 1998 de la siguiente manera: 

Encontrándose regulado en el artículo 397° del código penal, en el 

cual se amplió la pena, indicando que, “el funcionar o servidor 

público que directa o indirectamente o por acto simulado, se 

interesa en cualquier contrato u operación en que interviene en 

razón de su cargo, será reprimido con pena privativa de libertad no 

menor de dos ni mayor de cinco años” (p. 49). 

Posteriormente, se vuelve a modificar el Código Penal, con la Ley N° 

28355, de fecha 06 de octubre del 2004, trasladándose el delito en 

mención al artículo 399° del Código Penal con el nombre de 

negociación incompatible o aprovechamiento indebido del cargo, 

quedando textualmente de la siguiente manera: 

“El funcionario o servidor público que indebidamente, en forma 

directa o indirecta o por acto simulado se interesa, en provecho 

propio o de tercero, por cualquier contrato u operación en la que 

interviene por razón de su cargo, será reprimido con pena privativa 

de libertad, no menor de cuatro ni mayor de seis años e 

inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del Código 

Penal” (s.p). 

Finalmente, el artículo 399° del Código Penal, fue modificado por el 

artículo 1° de la Ley 30111, de fecha 06 de noviembre del 2013, 

quedando con el siguiente texto: 
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“El funcionario o servidor público que indebidamente, en forma 

directa o indirecta o por acto simulado se interesa, en provecho 

propio o de tercero, por cualquier contrato u operación en la que 

interviene por razón de su cargo, será reprimido con pena 

privativa de libertad, no menor de cuatro ni mayor de seis años e 

inhabilitación conforme a los incisos 1 y 2 del artículo 36 del 

Código Penal” (s.p). 

Respecto a la ubicación del delito materia de investigación en nuestro 

Código Penal, éste se encuentra en la sección IV de los delitos de 

corrupción de funcionarios, el tesista Obregón (2018): 

Coincide con el doctor Alva en cuanto precisa que debería tener 

una ubicación distinta, junto con los delitos de colusión, patrocinio 

ilegal y demás figuras delictivas, por cuanto se podría mejorar su 

tratamiento legal y coadyuvar a un mejor funcionamiento en las 

contrataciones estatales (p. 35).  

En cuanto a lo que se entiende por el delito de negociación 

incompatible, tenemos que, en la doctrina chilena según refiere 

Rodríguez Cano y Cueto (2019) es considerado “como un delito de 

infracción de deber, en el cual se procede a verificar la lesión de un 

deber especial que surge entre la persona que administra bienes 

ajenos y su titular” (p.18).  

De otro lado Quispe (2021) precisa: 

Los tipos penales de negociaciones incompatibles o 

aprovechamientos indebidos de cargos, son delitos de infracciones 

de deberes, debido a que los funcionarios o servidores públicos 

(intraneus) son obligados especiales, ya que sus intereses de 

forma indebida quebrantan los deberes positivos institucionales 

(administraciones públicas) no obstante se encuentra 

discrepancias a niveles dogmáticos y jurisprudenciales en relación 

a sus clasificaciones (s.p).  
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Ahora, respecto a los elementos que conforman la descripción típica 

del delito de negociación incompatible, Chanjan (2014) señala: 

Según la doctrina, existen tres elementos objetivos en la 

descripción típica de este delito previsto en el artículo 399° del 

Código penal, a saber:  

i. Interés indebido (directo, indirecto o simulado) del funcionario, 

en provecho propio o de un tercero;  

ii. La presencia de un contexto de contratación pública (contratos 

y operaciones);  

iii. La intervención del funcionario, por razón de su cargo (p. 186) 

En cuanto al bien jurídico tutelado por el delito en mención, tenemos 

que Reátegui, citado por Quispe (2021) menciona que “los bienes 

jurídicos tutelados son genéricas las administraciones públicas u de 

forma específica las lealtades del funcionario y empleado del gobierno, 

expuestos por medio de sus prescindencias e imparcialidades” (s.p).  

Según Castillo, citado por García (2018) el bien jurídico protegido es: 

La transparencia en el proceso de contratación por parte de los 

funcionarios o servidores públicos, pues éstos actúan en 

representación y nombre del Estado, por tanto, deben mantener 

incólume el perfil de la administración pública, protegiendo su 

integridad, probidad y rectitud (p. 23).  

Jurisprudencialmente también se ha establecido cuál sería el objeto de 

protección en la negociación incompatible. Así pues, tenemos que en 

el considerando 10 segundo párrafo de la Sentencia de Casación de 

Puno N° 231 (2017) se precisó “que lo que se protege es por un lado la 

transparencia e imparcialidad de los funcionarios públicos, y, por otro, 

el normal y correcto funcionamiento de la Administración Pública, sin 

exigir que haya un perjuicio efectivo al patrimonio del Estado” (s.p).  

Respecto a la conducta típica en la negociación incompatible, tenemos 

que, según Salinas, citado por Obregón (2018), “el verbo rector es el 



18 
 

“interés”, el cual significa atañer, concernir, incumbir, comprometer o 

importar algo, y; por ello, se destina nuestra voluntad a conseguirlo u 

obtenerlo” (p. 65).  

Para Quispe (2021), el verbo rector del tipo: 

Es el tener interés, lo cual significa comprometerse, incumbirse o 

interesarse indebidamente en alguna cosa. En ese sentido, 

refuerza lo dicho, citando a Castillo, para quien el interés deberá 

ser indebido y tener implicancia en las pretensiones administrativas 

y funcionales que son propias de los cumplimientos objetivos del 

deber de los cargos que asumen los funcionarios o servidores 

públicos (s.p).  

Nuevamente Castillo (2015) señala que: “Dentro del proceso de la 

contratación estatal, “el interés estatal se puede presentar en la etapa 

de convocatoria, en la etapa de evaluación de propuestas, en la etapa 

de otorgamiento de la buena pro o en la etapa de la contratación” (p.41). 

Para Díaz Castillo, citado por Obregón (2018) respecto al verbo rector 

del delito de negociación incompatible señala:  

El contenido del verbo rector del delito no ha sido definido con 

exactitud y no ha seguido un criterio único. Por el contrario, con el 

desarrollo jurisprudencial realizado, este comprende conductas 

tan generales como la de importar algo; tener un interés distinto 

al de la Administración; gestionar actos que difieren con el deber 

encomendado al funcionario público; o realizar conductas que 

supongan un interés privado sobre el interés público (p. 65-66). 

Así también, Enriquez (2016) sobre el interés expone: 

“El interés indebido debe ser uno ilegal, no permitido que será 

constatado y calificado por el Juez en cada caso concreto. El 

interés puede aparecer en cualquier etapa del proceso de 

contratación pública. Asimismo, el interés no se reduce al aspecto 

económico patrimonial, puesto que el interés particular o personal 
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del funcionario se puede manifestar de diversas formas, no 

necesariamente tiene que ser patrimonial” (p. 80). 

De otro lado, Salinas (2014) indica: 

El funcionario que se interesa en el contrato u operación y realiza 

todos los actos necesarios para conseguir los resultados que 

busca, esto es, el beneficio indebido en su favor o de terceros que 

lógicamente tiene vínculos amicales, familiares o económicos (p. 

56). 

Al momento de interpretar el delito de negociación incompatible 

Montoya (2015) precisa que: 

Podría resultar problemático el verbo rector del delito: interesarse. 

Al respecto, nos dice que el funcionario o servidor público orienta 

sobre los contratos u operaciones económicas del Estado intereses 

que no se condicen con los intereses públicos de la administración; 

sino, manifiesta intereses particulares que entran en colisión con el 

interés general que el Estado tiene sobre dichas negociaciones (p. 

133).  

Siguiendo con Montoya, tenemos que nos habla también acerca de la 

conducta mediante la cual se manifiesta el interés, admitiéndose dos 

formas:  

i) Abuso del cargo, el funcionario desconoce las funciones de sus 

subordinados y asume competencias que no son propias de su 

cargo, de manera tal que impone su criterio u opinión respecto de 

alguna decisión que claramente incida en el proceso de 

contratación en la que el Estado actúe como interesado.  

ii) El funcionario o servidor público que, sin tener competencia actual 

sobre algún contrato u operación, realice gestiones que claramente 

lo conlleven a viabilizar contrataciones públicas en las cuales tiene 

interés particular (p. 133).  

Así también, respecto al verbo interesarse, García (2018) manifiesta 

que “es una pretensión de parte que excede lo estrictamente 



20 
 

administrativo y funcional, es decir, buscar provecho, utilidad o 

ganancia para que el funcionario público obtenga un beneficio” (p. 58).  

Para Vega (2017), existen dos tipos de interés cuando se habla del 

delito de negociación incompatible, en el ámbito de la contratación 

pública, estos son:  

i) Interés general de la administración de procurar que la actividad 

contractual del Estado se realice de manera correcta, favoreciendo 

el bienestar social; por tanto, quienes actúen en este ámbito deben 

desenvolverse dentro del margen de ciertos principios éticos y 

morales.  

ii)  Interés particular indebido, el cual se contradice con las reglas y 

principios de la administración pública, pues lo que busca es obtener 

beneficios opuesto al interés general. Este interés particular refleja 

una negociación incompatible con el interés general y los principios 

que de él se desprenden, como la transparencia en la celebración 

de los contratos y operaciones en donde el Estado actúa como parte 

(p.39). 

En cuanto al ilícito penal, Castillo (2015) sostiene que se puede 

cometer desde la etapa de preparación hasta la ejecución, sin 

embargo, no podrá hablarse de delito cuando el contrato estatal se ha 

extinguido o se ha cumplido en su totalidad: 

“Desde el aspecto objetivo el interés puede darse: 

i. En la etapa de Negociación del contrato o la operación, 

solicitando que se acepte la propuesta de postor, que se le brinde 

información privilegiada, que se rechace la propuesta de los demás 

participantes, recibir los requerimientos, elaborar la solicitud de 

requerimiento, eligiendo al proveedor de acuerdo a la cotización 

que presentaba, además de dar el visto bueno para que la 

propuesta sea elevada a sus superiores jerárquicos, interviniendo 

el funcionario o servidor público condicionando interesadamente la 

voluntad negocial de la administración; 
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ii.  Durante la Suscripción del contrato u operación estatal, se 

agiliza los trámites para que se acelere la entrega de la buena pro; 

iii. En la ejecución del contrato u operación, ampliando los 

plazos para el cumplimiento de las prestaciones, solicitando que se 

reciba productos de menor calidad o sustitución de un producto por 

otro a lo establecido.  

iv. En la liquidación, pago adicional por servicios, pedir que no 

se consigne omisiones o se formulen observaciones a la obra” (p. 

60). 

En ese sentido, Reategui (2017) indica que: 

“El funcionario público no debe actuar con desinterés; todo lo 

contrario, debe actuar con interés muy marcado que es el de 

proteger los intereses de la administración, vale decir el interés 

económico administrativo. Por eso, es que necesariamente a todo 

funcionario que, por razón de su cargo o de sus funciones, debe 

intervenir en la celebración del contrato se le exige legalmente 

que se interese en el mismo, es decir que lleve a cabo todos los 

actos necesarios para garantizar que se cumpla a cabalidad los 

términos y exigencias legales. De modo que, si el funcionario no 

se interesa por el trámite y resultado del contrato que tiene a su 

cargo, estará incumpliendo los deberes propios del cargo, lo que 

le podría acarrear algún tipo de responsabilidad” (p.92). 

Del mismo modo, García (2018) indica: 

Siendo que el interesarse indirectamente acarrea el disvalor del 

acto que se mantiene cuando el agente público se interesa de 

manera directa como cuando actúa por intermedio de otra 

persona, incluso por la modalidad comisiva y la valoración objetiva 

de la conducta es posible afirmar que esta última forma de acción 

reviste mayor gravedad del injusto, en la medida que intervienen 

una pluralidad de agentes, se demuestra una actuación 

coordinada y organizada de parte del funcionario o servidor 

público, para realizar tan ilícito penal, realizando la actuación a 
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través de una tercera persona, llevando a cabo tal acción para no 

comprometerse, y al no encontrar pruebas fehacientes de su 

participación, se obtiene impunidad (p. 61). 

Para Díaz (2016) la fórmula del interés indebido: 

“La fórmula del interés indebido que utiliza el artículo 399° del 

Código Penal, respecto de su contenido, no ha sido definida con 

exactitud, tampoco existe un criterio único. Así, desde la óptica 

jurisprudencial, puede abarcar conductas tan generales como la 

de importar algo, tener un interés distinto a la de la administración; 

llevar a cabo actos que difieren con el deber encomendado al 

funcionario público y efectuar conductas que evidencien la 

preponderancia del interés privado sobre el interés público. Desde 

el punto de vista de la doctrina, tampoco ha habido un aporte 

sustancial, puesto que se asemeja la conducta con un provecho 

o utilidad, que el tipo penal no exige para su configuración. 

También que interesarse significa tomar parte en intereses ajenos 

como si fueran propios, con lo que se deja de lado la parte de la 

norma en que dice que el funcionario actúa por interés propio. 

Seguidamente, señala la obligación de interpretar la formula típica 

del delito de negociación incompatible en armonía con la 

Constitución Política, de modo que el interés indebido se 

exteriorice a través de conductas objetivas en la realidad. Así, 

resulta pertinente señalar los actos que evidencian un interés 

indebido en los contratos y operaciones públicas. De ese modo, 

se podrá sancionar aquellos actos del funcionario que exterioricen 

un interés parcializado con el que busca favorecerse o favorecer 

a terceros. Es ese fin que persigue el interés, el que coloca en 

peligro la actividad contractual del Estado” (p. 30-31). 

En cuanto, al interés mediante acto simulado, Castillo (2015) señala lo 

siguiente “hay simulación cuando el funcionario para favorecer a una 

empresa en una licitación crea una tercera empresa de fachada para 

dar la imagen de una supuesta, pero inexistente competencia y así 

cumplir con las bases establecidas”. (p. 69). 
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Ahora bien, respecto a la tipicidad objetiva, el considerando trigésimo 

noveno de la Sentencia de Casación N° 67 (2017) establece: 

“El elemento normativo central del ilícito penal en mención es el 

interés, el cual constituye el núcleo rector del tipo penal de 

negociación incompatible; siendo definido por la doctrina argentina, 

como, volcar sobre un negocio o una pretensión de parte no 

administrativa, es decir, la parcialidad con que un funcionario o 

servidor público actúa para obtener beneficios en favor del 

intraneus o de un tercero” (s.p).  

Por otro lado, la Sentencia de Casación de Puno N° 231 (2017) en su 

tercer considerando establece que: “La muestra de un interés 

particular, ajeno a la función que cumple para la celebración de 

determinado contrato conlleva a la conclusión de un afán adicional al 

correcto desempeño de los funcionarios del Estado” (s.p). 

Respecto a la tipicidad objetiva en el delito en mención, tenemos que 

Aguilera (2016) indica “que éste se configura cuando el agente 

(funcionario o servidor público) en razón del cargo que ostenta en la 

administración pública; se interesa particularmente, de forma directa, 

indirecto o por simulación, sobre cualquier contrato u operación con el 

Estado” (p. 46). 

En cuanto a la autoría y participación en el delito de negociación 

incompatible, Rodríguez Cano y Cueto (2019) indican que “el autor 

directo en estos casos es el intraneus, quien directamente se interesa 

en un contrato o negocio determinado en que es parte el Estado” (p. 

22).  

En cuanto a la complicidad, García (2018) manifiesta que “todo aquel 

que sin tener el deber especial participa en la comisión de un delito que 

atente contra la administración pública responderá únicamente como 

cómplice según la teoría de la infracción del deber” (p. 54).  

Respecto a la autoría en los delitos de infracción de deber, Sánchez 

Vera citado por Pajares (2018) ha establecido que:  
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El obligado positivamente que quebranta su deber, responde 

siempre como autor de un delito de infracción de deber, es 

indiferente si junto a dicho obligado coadyuva para la producción 

del resultado típico un actuante, con o sin dominio del hecho, un 

emitente o, simplemente las fuerzas de la naturaleza, el obligado 

siempre responde como autor (p. 24).  

Por otro lado, tenemos que el doctor Salinas citado por Obregón (2018) 

manifiesta lo siguiente:  

En el delito de negociación incompatible se entiende que la 

intervención del agente en la celebración de actos jurídicos por 

razón de su cargo que desempeña al interior de la administración 

pública, siendo esto determinado por cierto grupo de agentes que 

reúnen determinadas características (p. 53).  

Así, Roxin, citado por García (2018) establece que “en los delitos de 

infracción de deber la autoría del funcionario o servidor público se 

caracteriza por el mal uso del cargo especial que ostenta, es decir, 

lesiona la función que desempeña el intraneus en la administración 

pública” (p. 52).  

Aunado a ello, tenemos que Caro citado por Huaynate (2019) precisa:  

 En los delitos de infracción de deber responde como autor aquél 

que lesiona un deber especifico, un deber que lo identifica como 

“obligado especial”. Por esta razón, en este grupo de delitos el 

acontecer causal en el mundo exterior dominado por el autor no 

posee ninguna relevancia jurídica-penal a los efectos de la 

determinación del título de la imputación (p. 107).  

La convención Interamericana contra la Corrupción prescribe en su 

artículo VI.I que: 

“La presente convención es aplicable a los siguientes actos de 

corrupción: […] c: La realización por parte de un funcionario público 

o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u 
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omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener 

ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero” (s.p).  

Respecto al sujeto activo en el delito de negociación incompatible, 

Aguilera (2016) manifiesta “que éste puede ser un funcionario o 

servidor público, quien además debe poseer atribuciones o funciones 

relacionadas a la celebración de contratos o realización de operaciones 

en representación de la administración pública” (p. 45).  

Además de ello Aguilera (2016) indica: 

Que no será suficiente ostentar tal condición de funcionario, sino 

que, además para la configuración del delito, se deberá tener en 

cuenta que dicho sujeto público cuente con las facultades y 

competencias suficientes para intervenir en los contratos u 

operaciones estatales, de manera tal que, lo esencial no será su 

calidad de funcionario sino la intervención de los actos jurídicos 

regulados por la ley en razón de su cargo (p. 46).  

A nivel internacional, tenemos que, en el ordenamiento jurídico 

español, según señala Díaz (2016): 

Cuando se analice al sujeto activo no sólo deberá tenerse en 

cuenta que se trate de una persona vinculada a la actividad pública, 

sino que además de ello, sus funciones abarquen una participación 

directa en los procedimientos de contratación con el Estado (p. 

345).  

En cuanto a la complicidad o participación tenemos que Bramont Arias 

citado por Pajares (2018) menciona que:  

La complicidad está constituida por las contribuciones o auxilios, 

anteriores o simultáneos, que son útiles para la realización de un 

delito, así los actos de complicidad pueden darse en la fase de 

preparación, así como durante la ejecución del mismo (p. 24).  

Por otro lado, en cuanto a la complicidad, García (2018) nos manifiesta 

“que se debe diferenciar entre complicidad primaria o secundaria, pues, 

es importante determinar el apoyo o auxilio que presta el partícipe al 
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autor en la comisión del delito de negociación incompatible, el cual es 

conocido como extraneus” (p. 54).  

En cuanto al sujeto pasivo, Vega (2017) manifiesta que “son las 

reparticiones públicas o estatales que resultan perjudicadas en grado 

de peligro por los actos u omisiones del funcionario o servidor público 

y a quienes beneficiará la reparación civil respectiva” (p. 42).  

Por otro lado, Salinas (2014) señala que “el sujeto pasivo es el Estado, 

ya que es el representante o titular de la administración pública en sus 

diversas modalidades” (p. 57). 

Sobre el bien jurídico protegido en el delito de negociación incompatible 

Guimaray refiere que “se busca resguardar el correcto funcionamiento 

de la administración pública, bien jurídico que está compuesto por una 

serie de principios y deberes que recaen sobre los llamados 

funcionarios públicos” (s.p).  

Agrega además que del artículo 399° del Código Penal se desprende 

“que el interés estatal a proteger tiene que ver con el poder político con 

que cuentan los funcionarios públicos y con la prohibición explicita de 

que obtengan algún beneficio indebido en razón de dicho poder” (s.p).  

El bien jurídico protegido en el delito de negociación incompatible 

según Castillo citado por Vega (2017) es: 

La transparencia en los procesos de contratación estatal, 

operaciones y satisfacción de intereses públicos, que son los que 

deben guiar la actuación del funcionario público en el desarrollo de 

su cargo cada vez que interviene en los contratos en 

representación del Estado.  

Según Castillo Alva citado por Aguilera (2016) sostiene: 

Que el bien jurídico protegido en el delito en mención es la 

transparencia con la que debe actuar un funcionario o servidor 

público en la realización de actos propios del cargo que se 

relacionan con contratos y operaciones en las que participa el 

Estado (p. 45).  
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Abanto (2004), nos señala que el bien jurídico protegido es “(…) El 

correcto funcionamiento de la administración pública a través de la 

violación de la imparcialidad que debe guiar sus actuaciones cuando 

tenga en un contrato u operación económica representando intereses 

de la administración pública” (p. 50). 

En el mismo sentido, Rojas (2017) indica que “el bien jurídico específico 

afectado por el comportamiento del sujeto público vinculado, es la 

imparcialidad y objetividad (profesionalismo) que exige el desempeño 

funcional” (p. 34). 

Así, Aguilera (2016) manifiesta que “lo que se busca proteger es el 

transparente desenvolvimiento o desempeño de la administración 

pública, orientando sus fines a la satisfacción del bien común” (p. 30).  

Asimismo, Reátegui citado por García (2018) precisa “que el bien 

jurídico tutelado es la imparcialidad con la que debe actuar el 

funcionario o servidor público cuando intervenga en las relaciones 

contractuales u operaciones, vinculándolo con la protección del 

patrimonio estatal” (p. 50).  

En ese sentido, Castillo Alva (citado por Pajares, 2018) respecto del 

bien jurídico protegido precisa que: 

Es la transparencia con la que debe actuar un funcionario público 

en la realización de los actos propios del cargo relacionados a los 

contratos y operaciones en los que participan en representación del 

Estado” (p. 29). 

Por otro lado, el doctor Balcázar Zelada citado por Obregón (2018) 

acerca del bien jurídicamente protegido dentro de los delitos de 

administración pública, establece: 

“(…) No se protege a la Administración con mayúscula, esto es, 

como organización (ni su “prestigio” o su “dignidad”, como todavía 

se lee en algunas ocasiones), sino a la Administración con 

minúscula, en sentido funcional, como instrumento al servicio de 

los ciudadanos. Por este motivo el título en comento no sólo se 
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tipifica conductas realizadas por autoridades, funcionarios y 

personas que colaboran con la Administración en el ejercicio de las 

funciones públicas, sino que también se recogen algunas llevadas 

a cabo por particulares” (p. 43).  

Contraria a la posición del doctor Balcázar, Reátegui (citado por 

Pajares, 2018) menciona que “el bien jurídico tutelado es 

genéricamente la administración pública, y específicamente la lealtad 

de los funcionarios y empleados del Estado, expuesta a través de su 

prescindencia e imparcialidad” (p. 29).  

El doctor Enriquez citado por Vega (2017) señala que:  

El delito de negociación incompatible tiene como objeto especifico 

de tutela la necesidad de preservar la administración pública del 

interés privado de sus agentes, quienes deben procurar lealtad y 

probidad durante el ejercicio de las funciones que desempeñan en 

razón del cargo (p 46).  

En cuanto a la tipicidad, Quispe (2021) señala que “este elemento del 

delito, no es más que la particularidad que tiene una conducta en razón 

de estar adecuada a un tipo, es decir, individualizar como prohibida un 

tipo penal” (s.p).  

Ahora, en cuanto a la tipicidad subjetiva del delito de negociación 

incompatible, tenemos que Vega (2017) precisa que “éste constituye 

una infracción dolosa que admite tanto el dolo directo como el eventual, 

conforme se ha señalado en el artículo 12° del Código Penal” (p. 43).   

En ese sentido, Enriquez (citado por Vega, 2017) sostiene lo siguiente 

“para la consumación del delito de negociación incompatible, se 

requiere evidenciar que hubo un interés indebido del funcionario o 

servidor público en los contratos y operaciones en que intervino por 

razón de su cargo” (p. 43).  

Al respecto, Díaz Castillo, citado por Vega (2017) nos indica que: 

Resulta necesario poder diferenciar entre peligro concreto y 

abstracto, para lo cual debemos tener en cuenta lo que implica un 
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delito de peligro; el cual no es más que aquel que implica la 

probabilidad de lesión del bien jurídico, que se diferencian de los 

delitos de lesión, que suponen su menoscabo (p. 43).  

La Ejecutora suprema R.N. N.º 2068-2012 -Sala penal Transitoria 

(2013) ejemplifica cuándo se habla de un delito de peligro abstracto y 

no concreto: 

“El funcionario X, lleva a cabo el proceso de contratación estatal, 

pero que al dar la buena pro favorece a una tercerea persona, con 

un interés particular, siendo que esta tercera persona actuó de 

manera responsable, cumpliendo sus metas, no ocasionándole 

algún menoscabo a la administración o al Estado, es decir todo 

marcha adecuadamente, sin embargo la contratación no fue la 

correcta puesto que existieron interés incompatibles entre el 

funcionario o servidor público y su tarea en la administración 

pública, siendo este un delito de peligro y pues no de resultado” 

(s.p). 

En cuanto al aspecto material del delito de negociación incompatible, 

Díaz, citado por Vega (2017), precisa: 

La doctrina y jurisprudencia peruana solo analiza los elementos 

típicos del delito, pero no establece la relación de lesividad entre 

la conducta peligrosa y el bien jurídico, como fundamento de su 

punición. No basta la realización de la conducta interesada para 

señalar que pone en peligro el ciclo de contratación estatal. Es 

necesario que el interés esté dirigido a favorecer el interés 

particular sobre el público, de manera que la parcialidad del 

funcionario público afecte la objetividad de la actividad contractual 

del Estado y ponga en riesgo la mencionada actividad (p. 46).  

Ilabaca citado por Vega (2017) respecto a la finalidad del delito de 

negociación incompatible señala: 

Consiste en resguardar la imparcialidad en el ejercicio del cargo y 

con ello la protección a los intereses públicos que puedan verse 
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afectados con el pre valimiento directo o indirecto de la posición 

que ostentan respecto del cargo que se les ha encomendado a los 

sujetos activos que la ley señala (p. 47).  

Para Aguilera (2016): 

Lo que busca el delito de negociación incompatible es proteger el 

deber de lealtad y probidad de los funcionarios o servidores 

públicos en el cumplimiento de su deber especial encomendado por 

razón del cargo que desempeñan en la administración pública (p. 

44)  

Sobre la consumación y tentativa en el delito Aguilera (2016) ha 

manifestado que: 

El delito de negociación incompatible o aprovechamiento indebido 

de cargo público es un delito de mera actividad o de peligro y, por 

tanto, se consuma con la sola verificación del interés particular del 

sujeto público en la celebración del contrato o realización de 

operaciones en representación del Estado, buscando obtener un 

provecho indebido a favor del agente o a favor de terceros que 

tienen vinculación con aquel (p. 47).  

Por otro lado, Obregón (2018) cita al doctor Sume rinde quien señala: 

La consumación del delito de negociación incompatible se da al 

verificarse el interés indebido del funcionario o servidor público en 

los contratos u operaciones a su cargo, es decir, cuando se 

evidencia que su conducta está destinada a la búsqueda de 

obtener un beneficio patrimonial o extra patrimonial con los 

resultados de aquellos, ya sean en provecho propio o de un 

tercero (p. 81).  

Continuando con el doctor Sume rinde (citado en Obregón, 2018) 

respecto a la tentativa señala:  

Resulta de difícil acontecimiento, puesto que como no se exige 

verificarse el delito que el sujeto activo o un tercero efectivamente 

se haya beneficiado con la operación contractual, ya que basta 
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con probar el interés del funcionario o servidor público, las formas 

imperfectas de ejecución delictiva, como la tentativa, serán casi 

siempre imposibles (p. 83)  

Para el tesista Quispe (2021) acerca de la consumación del delito en 

mención, concluye lo siguiente:  

Siendo un delito de mera actividad, su consumación se realizará, 

al momento de que el intraneus realiza la conducta típica descrita 

en el tipo, sin existir una delimitación espacio temporal que pueda 

definir la oportunidad de la intervención de aquel sujeto que no 

ostenta las cualidades exigidas por el tipo (extraneus), es decir 

hasta que momento de la ejecución de dicho delito, se debe 

admitir la materialización de actos de complicidad, por lo tanto, la 

calificación del extraneus como cómplice del delito de negociación 

incompatible, implicaría una vulneración al principio de legalidad 

(s.p).  

Pajares (2018) agrega en su investigación: 

La complicidad y la instigación son las dos formas de participación 

que regula nuestro ordenamiento jurídico. La doctrina señala que 

la complicidad se puede concebir como aquellos actos de 

contribución o auxilio que pueden darse antes o durante la 

ejecución del hecho punible, es por esto que, no puede hablarse 

de complicidad después de la etapa de la consumación del delito 

(p. 12).  

Además, el doctor Castillo (2015) indica que “el delito de negociación 

incompatible es un delito de peligro y no un delito de resultado o daño”. 

(p. 30) 

Terminio (2012) señala: 

En los delitos especiales se ha visto el surgimiento de un 

problema con respecto al grado de participación y punibilidad de 

las personas que no poseen características esenciales que se 
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solicita para la consumación de dichos delitos, siendo estos 

sujetos llamados extraneus; la solución a este problema se puede 

dar a través de dos teorías expuestas en el Derecho Penal: la 

Teoría de la Unidad del título de imputación y la Teoría de la 

ruptura del título de imputación (p. 120).  

Rodríguez (2019) por su lado, afirma que “el delito de negociación 

incompatible y su calificación genera impunidad en el título de 

imputación del extraneus, en concordancia con la tesis de la ruptura del 

título de imputación en los delitos especiales propios e impropios” (p. 

39). 

Peña (2019) por su parte indica que: 

En los delitos en los que se requiere una cualidad especial de la 

persona que realiza el comportamiento, sucede que, si la persona 

que realiza el acto tiene una sustancia que no se condice con tal 

calidad, es un extraneus, en virtud del principio de legalidad, no 

debe ser sancionado como escritor por tipo correspondiente (p. 

24). 

Una postura distinta es la de Mir Puig, “quien considera que la 

participación de los funcionarios es una conducta lesiva del bien 

jurídico, por lo que se le dará satisfacción a este tipo penal cuando el 

sujeto activo del mismo participa con un interés personal en un asunto 

en el cual advierta intervenir tan solo por intereses generales; el bien 

jurídico función pública queda afectado desde el momento en que el 

sujeto participa en un negocio o actuación, produciendo un desvío del 

procedimiento administrativo hacia intereses particulares” (Leyva, 

2018, p. 145). 

Teoría de la ruptura del título de imputación 

En cuanto a esta teoría, García (citado por Aguilera, 2016) señala lo 

siguiente:  
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Los tipos penales de delitos especiales solamente se referirían al 

intraneus; por lo tanto, los extraneus solamente serían punibles 

sobre la base de los tipos penales comunes que concurran (cada 

uno responde por su propio injusto). Los partidarios de esta teoría 

se apoyan para esta afirmación en un supuesto apoyo legal 

contenido en el artículo 26 del código penal referido a la 

comunicabilidad de circunstancias personales la cual exigiría que 

la “cualidad” de los tipos especiales no deba nunca servir de base 

para la tipicidad (y la pena) de los partícipes extraneus (p. 56). 

De lo anterior, con Aguilera (2016) concluye:  

 Cuando el funcionario público, con dominio del hecho, comete un 

delito especial con ayuda de un particular, el primero será 

considerado como autor del delito en mención; en tanto, el 

segundo solo responderá como cómplice de un delito común. 

Agrega que; contrario sensu, cuando el “dominio del hecho” lo 

haya tenido el particular (extraneus) y el funcionario (intraneus) 

únicamente haya colaborado con aquél, la consecuencia lógica 

será que el primero responda como autor del delito común y el 

segundo como partícipe del delito especial (p. 56). 

Según Reaño Peschiera (citado por Aguilera, 2016) el defecto esencial 

de esta teoría está en lo siguiente: 

Atenta contra la “accesoriedad” de la participación, pues en los 

casos en los cuales quien haya tenido el dominio del hecho 

hubiera sido el intraneus, la punibilidad del partícipe extraneus no 

va a depender del “hecho principal” punible (el delito especial), 

sino de otro que en realidad no se ha cometido (el delito común). 

Y en sentido contrario, cuando el domino del hecho lo hubiera 

tenido el extraneus, el intraneus resultaría punible como partícipe 

de un “delito especial” que no se ha cometido en realidad, pues al 

extraneus se le imputa el delito común (p. 56-57). 
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Teoría de la unidad del título de imputación 

Sobre la teoría de la unidad del título de imputación, tenemos que 

Ramírez citado en la Revista de Derecho de la Universidad Nacional 

del Altiplano de Puno refiere lo siguiente:  

Contiene un enfoque distinto a la teoría de la ruptura del título de 

imputación, en donde si bien el extraneus no puede ser autor de 

un delito especial, si puede ser partícipe del mismo, el cual es 

correcto, atendiendo a la infracción de los deberes fundamentales 

y dándole utilidad a la teoría de la unidad de título de imputación, 

la cual permite ampliar las posibilidades de establecer una 

responsabilidad jurídica para el extraneus (s.p)  

El doctor Salinas cita a Pariona en su artículo denominado Delitos 

contra la Administración Pública: La Teoría de Infracción de deber en 

la Jurisprudencia Peruana precisando:  

Desde nuestra perspectiva jurídica, la teoría de la unidad del título 

de imputación supera en muchos aspectos a la teoría de la ruptura 

de la imputación, llega a soluciones jurídicas más razonables y 

satisfactorias, y evita caer en la ficción de considerar conductas de 

complicidad o participación en delitos que en realidad no se han 

producido (s.p).  

Otro punto de vista nos lo brinda Adrianzén- Román (citado por Pérez, 

2020) para quien “la teoría de la unidad del título de imputación 

“determina a los extraneus que responden en calidad de cómplices por 

la acción desplegada por quien sí posee tal cualificación de sujeto 

público” (p. 2).  

Por otro lado, tenemos a Abanto Vásquez (citado por Aguilera, 2016) 

quien refiere:  

Tanto el extraneus como el intraneus, responderían o bien por el 

delito común o bien por el delito especial, según quien tenga el 

dominio del hecho sea el extraneus o el funcionario, pero de 

ninguna manera pueden responder por delitos distintos (p. 59-60). 
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En cuanto a la teoría de la unidad del título de imputación, Ramírez 

(2019) sostiene que: 

Esta teoría contiene un enfoque distinto a la teoría de la ruptura 

del título de imputación. Para aquella teoría, si bien el extraneus 

no puede ser autor de un delito especial, si puede ser partícipe 

del mismo, el cual es correcto, atendiendo a la infracción de los 

deberes fundamentales y dándole utilidad a la teoría de la unidad 

de título de imputación, la cual permite ampliar las posibilidades 

de establecer una responsabilidad jurídica para el extraneus—

según la intervención que  haya  tenido  en  el  hecho  ilícito—,  

para  la  generalidad  de  casos  de  autoría  y participación en los 

delitos especiales, por ser elementos más específicos, tratándose 

de la intervención de un extraneus (p. 50). 

Roxin (2014), refiere que: 

Para determinar la autoría es necesario, no solo estudiar la teoría 

del dominio del hecho —al que define como el dominio de la 

acción final que dará el resultado típico—, sino también, analizar 

los delitos de infracción de deber, ya que,  después  de  todo,  el 

intraneus es  quien  ha  obtenido  una  obligación  moral  o 

institucional y, por ende, el extraneus no puede considerarse 

como autor o coautor, toda vez que en estricto sentido y tomando 

en cuenta la teoría del dominio del hecho, él es quien domina la 

acción final y sería suficiente para ser autor; sin embargo, no 

ostenta esa obligación de custodiar un deber (p. 26). 

Salinas (2015) respecto al principio ProSocietatis relacionado a la 

teoría de la unidad del título de imputación ha indicado que: 

Este principio contradice el principio Pro Libertates, considerando 

dentro de él la presunción de inocencia, es cierto también, que  ante 

el ilícito penal de Colusión, no se está valorando la inocencia de 

quienes han cometido el delito, se está juzgando bajo el cimiento que 

ambos (intraneus y extraneus), son responsables de un ilícito penal; si 

la injerencia de ambos es necesaria para comisión del ilícito penal, 
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estos en función de protección del colectivo en general, deben 

responder bajo la misma responsabilidad penal, lo que se está 

protegiendo es la colectividad de la afectación en el bienestar de 

necesidades. (p. 20). 

Según Espinoza (citado por Pérez, 2020) la teoría de la unidad del título 

de imputación contiene un enfoque contrario a la teoría de la ruptura 

del título de imputación, ello basado en lo siguiente:  

Parte de englobar el suceso fáctico producido en un solitario tipo 

penal, siendo que la calificación jurídica depende de qué clase de 

sujeto exteriorice el dominio de la ejecución del suceso, ya sea el 

intraneus o el extraneus; en caso, con el primero, se procederá a 

encuadrar el hecho delictuoso en el tipo especial o cualificado y si 

recae con el secundario se optará por hacer girar la imputación 

penal sobre la base de un tipo penal de naturaleza ordinaria o 

común (p. 33-34).  

Por otro lado, tenemos a Quispe y Taype (2018) quienes optan por la 

postura de que los delitos especiales propios no admiten la 

participación de terceros, por lo que, no pueden responder penalmente. 

En cambio, los delitos especiales impropios si admiten responsabilidad 

accesoria de los terceros en la comisión de los delitos contra la 

administración pública (p. 32). 

En relación a la teoría mencionada, tenemos al artículo 25° del Código 

Penal Peruano, modificado por el Decreto Legislativo N° 1351, que se 

encuentra regulado de la siguiente forma: 

“El que, dolosamente, preste auxilio para la realización del hecho 

punible, sin el cual no se hubiere perpetrado, será reprimido con la 

pena prevista para el autor. A los que, de cualquier otro modo, 

hubieran dolosamente prestado asistencia se les disminuirá 

prudencialmente la pena. El cómplice siempre responde en 

referencia al hecho punible cometido por el autor, aunque los 
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elementos especiales que fundamentan la penalidad del tipo legal 

no concurran en él” (s.p).  

Al respecto, el doctor Salinas comentó acerca de dicha modificación la 

misma que ha sido publica por Legis Perú aludiendo lo siguiente:  

“Con la modificación del artículo 25° del Código Penal se ha 

incorporado la teoría de infracción de deber de Roxin, asumiendo 

en consecuencia, el principio sustantivo de unidad del título de 

imputación. Esto significa que, si en la comisión de un peculado o 

delito de colusión participan funcionarios obligados y particulares 

o extraños a la administración pública, los primeros responderán 

a título de autores y los particulares responderán por el mismo 

delito a título de cómplices” (s.p).  

III. METODOLOGÍA 

3.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 

El tipo de investigación del presente trabajo será cualitativa. 

3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 

Desarrollado lo necesario, el presente trabajo de investigación a 

realizar será de naturaleza descriptiva – exploratoria puesto que 

además de describir de modo sistemático, la valoración del grado de 

punibilidad en el Teniendo estas consideraciones, en el presente 

trabajo de investigación a realizar será de naturaleza descriptiva - 

explicativa puesto que además de describir el delito de negociación 

incompatible y la complicidad del extraneus entorno a la teoría de la 

unidad, precisaremos sus antecedentes dentro de ellos sus diversos 

componentes temáticos; doctrinas y elaboraciones teóricas nacionales 

y extranjeras; y a su vez su regulación primigenia ubicada en nuestra 

normativa, en suma no solo abordaré el desarrollo del marco teórico 

normativo; sino que realizaré un análisis y discusión de la doctrina, 

deduciendo con esto la contrastación de las hipótesis posteriormente 

formuladas con los resultados de la investigación teórica - empírica es 

la evidencia y prueba de que esta investigación transvasa los 
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parámetros de una investigación descriptiva para ubicarse dentro de 

las investigaciones causales-explicativas. 

 

3.3. CATEGORÍAS, SUBCATEGORÍAS Y MATRIZ DE 

CATEGORIZACIÓN (MATRIZ DE CONSISTENCIA) 
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OBJETIVOS CATEGORÍA SUBCATEGORÍA 
PREGUNTA 

ORIENTADORA 
FUENTES TÉCNICAS 

Objetivo General: 

-Delimitar la complicidad 

del extraneus entorno a la 

teoría de la unidad del 

título de imputación en el 

delito de negociación 

incompatible. 

Objetivos Específicos: 

- Analizar la naturaleza 

jurídica de la figura del 

extraneus. 

- Estudiar el tipo penal del 

delito de negociación 

incompatible. 

Extraneus 

- Definición 

- naturaleza 

jurídica  

 

¿Cómo se 

delimitaría la 

complicidad del 

extraneus entorno a 

la teoría de la 

unidad del título de 

imputación en el 

delito de 

negociación 

incompatible 

- Jueces - Encuestas  

Delito de 

negociación 

incompatible 

- Naturaleza 

 
- Fiscales - Encuestas 
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- Analizar la dinámica de 

la teoría de la ruptura del 

título de imputación. 

- Analizar la complicidad 

del extraneus entorno a 

la teoría de la unidad del 

título de imputación en el 

delito de negociación 

incompatible 

Teoría de la 

unidad del título 

de imputación 

- Grado de 

punibilidad 

- análisis 

normativo  

- Abogados - Encuestas 
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3.4. ESCENARIO DE ESTUDIO 

El presente trabajo de estudio está en relación a la necesidad de valorar 

El delito de negociación incompatible y la complicidad del extraneus 

entorno a la teoría de la unidad, de tal forma que el investigador tiene 

que tener determinado el espacio geográfico, lugar a llevarse a cabo la 

investigación, siendo este espacio el territorio peruano. 

3.5. PARTICIPANTES 

La participación de los especialistas consta de 20 entrevistados, siendo 

todos abogados especialistas en la materia, 8 de ellos Jueces, 4 

fiscales y 8 abogados litigantes con un promedio de 10 años de 

experiencia. 

Finalmente cabe señalar que la entrevista a los especialistas se le 

realizó de manera telefónica, esto debido al estado de emergencia que 

aqueja a nuestro país y a todo el mundo.  

3.6. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 

DATOS  

Las técnicas de recolección de datos se basarán primordialmente en el 

enfoque cualitativo de análisis de las teorías doctrinales y la casuística 

internacional y nacional.  

Los instrumentos de recolección de datos consistirán en fichas técnicas 

que describirá y tratará de forma sistemática las variables de estudio, 

acorde con los indicadores señalados. 

Fichas de resoluciones, Centros de Conciliación, Juzgados de Paz, 

Fichas Textuales, Fichas de Resumen, Fichas Bibliográficas, Artículos 

y contribuciones en publicaciones selladas. 

 

3.7. PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS E 

INFORMACIONES 
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El procedimiento de dicho trabajo de investigación se llevó a cabo en 

tres etapas, respecto a la primera vemos a la planificación y 

estructuración del planteamiento del problema, así como la redacción 

del marco teórico; en cuanto a la segunda etapa, se desarrolló el 

marco metodológico, así como se procedió a seleccionar los 

instrumentos de recolección de datos y su aplicación en el campo. 

3.8. RIGOR CIENTÍFICO 

Éste se refiere a todos los procedimientos y técnicas que se utilizarán 

con el objeto de lograr el cumplimiento y respeto de las exigencias y 

parámetros del proceso investigativo. Por lo tanto, es necesario el 

proceso de recolección de la información, las cuales deberán ser reales 

y no pueden ser modificadas a fin de lograr la validez de la información. 
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IV. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

Los procedimientos de recolección de información predominante 

estarán basados principalmente en el enfoque cualitativo - cuantitativo 

de análisis de contenido de la doctrina contemporánea latente nacional 

en cuanto al delito de negociación incompatible y la complicidad del 

extraneus entorno a la teoría de la unidad; por ello es que se ha 

estudiado y analizado información pertinente a la materia. 

Se ha realizado una encuesta teniendo como base las preguntas 

siguientes: 

1. ¿Sabe usted sobre figura jurídica de extraneus?  

2. ¿Conoce usted sobre el tipo penal del delito de negociación 

incompatible? 

3. ¿Tiene conocimiento acerca de la teoría de la unidad del título 

de imputación?  

4. ¿Cree usted que existe complicidad del extraneus en torno a 

la teoría de unidad del título de imputación en el delito de 

negociación incompatible?  

Y los resultados obtenidos para estas interrogantes han sido las 

siguientes, que mostraremos a través de gráficos: 
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GRAFICO 01 

 

 

 

De los encuestados, 15 personas manifiestan conocer la figura jurídica del 

extraneus en los delitos contra la administración pública; mientras que solo 

5 personas señalan no conocen acerca de la mencionada figura, debido a 

que se aplica en delitos especiales y no comunes. 

 

  

  

15

5

1. ¿Sabe usted sobre figura jurídica de extraneus?

SI NO
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GRÁFICO 02 

 

 

 

De las 20 personas encuestadas, 14 de ellas indican conocer la regulación 

del tipo penal de negociación incompatible en el Código Penal; no obstante 

6 personas precisaron no conocer cómo se encuentra regulado el delito en 

mención. Esto demuestra que no todos los operadores de justicia y 

profesionales del derecho están familiarizados con este tema, por lo que es 

imprescindible fomentar mayor estudio y análisis sobre el mismo. 

  

14

6

2. ¿Conoce usted sobre el tipo penal del delito de 
negociación incompatible?

SI NO
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GRÁFICO 03 

 

 

 

De los encuestados, 12 personas señalan tener conocimiento acerca de la 

teoría de la unidad del título de imputación aplicada en los delitos contra la 

Administración Pública, mientras que 8 de ellas manifiestan no conocer de 

qué se trata la mencionada teoría y su aplicación. 

  

12

8

8

3. ¿Tiene conocimiento acerca de la teoría de la unidad 
del título de imputación?

SI NO
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GRÁFICO 04 

 

 

 

Las cifras de esta encuesta señalan que 12 de los encuestados afirman que 

existe complicidad del extraneus en torno a la teoría de unidad del título de 

imputación en el delito de negociación incompatible, mientras que 8 de ellas 

manifiestan no conocer debido a que desconocen sobre la teoría 

mencionada y de la figura jurídica del extraneus en el delito de negociación 

incompatible. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

12

8

4. ¿Cree usted que existe complicidad del extraneus en 
torno a la teoría de unidad del título de imputación en el 

delito de negociación incompatible? 

SI NO
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V. CONCLUSIONES 

Luego de analizar el delito de negociación incompatible, respecto a la 

complicidad del extraneus y la teoría de la unidad, concluyo:  

• El delito de negociación incompatible es aquel que lesiona el 

adecuado y correcto funcionamiento de la administración 

pública en la realización de contratos u operaciones estatales 

de contenido pecuniario; por cuanto, el funcionario o servidor 

público se aleja del fin esencial que es velar por el bien común 

y general de la sociedad; y, busca obtener provecho particular 

o para terceros con la realización de los contratos u otra 

actividad que tenga el Estado.  

• Tomando en cuenta el análisis doctrinal del delito de 

negociación compatible, se ha logrado determinar que se trata 

de un delito de mera actividad y peligro abstracto. Esto es así, 

por cuanto para su consumación no se requiere la producción 

efectiva de menoscabo al bien jurídico protegido. Por el 

contrario, basta con el interés indebido del funcionario o 

servidor público (intraneus) de querer obtener provecho propio 

o de un tercero. 

• La responsabilidad penal del extraneus en el delito materia de 

investigación, existen dos posturas que difieren entre sí. La 

primera es analizada tomando en cuenta la teoría de la ruptura 

del título de imputación, para la cual el extraneus si bien, puede 

participar en la realización de un delito especial y funcional, 

sólo responderá por la comisión de un delito común, es decir, 

el extraneus es ajeno a los delitos especiales y no puede 

responder por los mismos. 

• No obstante, a raíz de la modificación del artículo 25° del 

Código Penal peruano, la responsabilidad penal del extraneus 

ha tomado otro giro, puesto que, nuestro ordenamiento jurídico 

ha optado por defender la tesis de la unidad del título de 
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imputación; por el cual el llamado extraneus si es punible y 

debe responder por el delito especial cometido.  
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VI. RECOMENDACIONES 

Se recomienda a los operadores de justicia, profesionales y 

estudiantes de derecho, así como a cualquier interesado en el tema, 

estudiar y analizar de forma más detallada y minuciosa el delito de 

negociación incompatible y la complicidad del extraneus entorno a la 

teoría de la unidad, con el propósito de contar con nociones más 

generales y completas sobre la problemática, que contribuya a 

dilucidar de mejor manera la teoría que es adoptada y aplicada en los 

delitos contra la administración pública, y de esa forma, comprender 

mejor acerca de la complicidad del extraneus en el delito de 

negociación incompatible. 
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VIII. ANEXOS 

Anexo 01.- Cuestionario “El delito de negociación incompatible y la 

complicidad del extraneus entorno a la teoría de la unidad” 

CUESTIONARIO 

“El delito de negociación incompatible y la complicidad del extraneus 

entorno a la teoría de la unidad” 

Instrucciones: 

Se le agradece responder de manera breve y coherente el siguiente 

cuestionario, las respuestas aportadas son de manera confidencial y 

anónima protegiendo el derecho a la identidad de los encuestados, teniendo 

como finalidad el proceso de la presente investigación. 

Condición: 

Juez (    )                                   Fiscal (    )                      Abogado(a) (    ) 

Preguntas: 

1. ¿Sabe usted sobre figura jurídica de extraneus? marque SI o 

NO. 

SI (      )                            NO (      ) 

2. ¿Conoce usted sobre el tipo penal del delito de negociación 

incompatible? marque SI o NO 

SI (      )                            NO (      ) 

3. ¿Tiene conocimiento acerca de la teoría de la unidad del título 

de imputación? marque SI o NO 

SI (      )                            NO (      ) 

4. ¿Cree usted que existe complicidad del extraneus en torno a la 

teoría de unidad del título de imputación en el delito de 

negociación incompatible? marque SI o NO 

SI (      )                            NO (      ) 
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Anexo 02.- Recurso de Casación N° 1059-2018 HUÁNUCO: 
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